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Sobre: 
Reposesión 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 

Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 
 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

 Comparece ante nos el señor Carlos Rodríguez García, como 

parte apelante, quien solicita revisión de una Sentencia Sumaria, 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Guaynabo (TPI), el 20 de enero de 2016, y notificada a las partes el 

6 de abril de 2016. Mediante el impugnado dictamen, el Foro a quo 

declaró Con Lugar la Demanda instada por First Bank, parte 

apelada ante nos. 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos el dictamen impugnado. 

I. 

 El 21 de enero de 2015 First Bank instó Demanda sobre 

Reposesión contra el Sr. Rodríguez García. Señaló el alegado 

incumplimiento del aquí apelante con los términos de un Contrato 

de Arrendamiento suscrito entre las partes de epígrafe, 

concerniente a un vehículo de motor. Reclamó al TPI que ordenara 

la restitución del vehículo objeto del contrato suscrito, y el pago 
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por la suma de quince mil setenta y seis dólares con sesenta y tres 

centavos. ($15,076.63). 

 Luego de que el Sr. Rodríguez García presentara 

correspondiente Contestación a la Demanda, en la cual solicitó la 

desestimación de la acción incoada en su contra, y tras varios 

trámites procesales, el 12 de noviembre de 2015 First Bank 

presentó Moción de Sentencia Sumaria. Alegó la inexistencia de 

controversia de hechos pertinentes, y solicitó al TPI que 

sumariamente declara Con Lugar la acción instada. 

 Así las cosas, el 18 de noviembre de 2015 el Sr. Rodríguez 

García presentó ante el TPI Moción Solicitando Término para 

Radicar Oposición a Sentencia Sumaria. Sostuvo que había 

solicitado previamente la desestimación de la Demanda, 

fundamentado en que First Bank no había entregado una serie de 

documentos solicitados mediante un Requerimiento Formal, lo 

cual le impedía poder emitir una alegación responsiva definitiva en 

lo concerniente a la deuda alegada. El aquí apelante solicitó al TPI 

un término de treinta (30) días, contados a partir de la fecha en 

que First Bank entregase la documentación solicitada, para poder 

oponerse a la Sentencia Sumaria instada.  

 El 20 de enero de 2016 el TPI dictó Orden la cual citamos: 

1. Vista la MOCIÓN SOLICITANDO TÉRMINO PARA 
RADICAR OPOSICIÓN A SENTENCIA SUMARIA”. 
Presentada por la parte demandada, el 18 de 

noviembre de 2015, disponemos como sigue: 

 El término está dispuesto en la Regla 36.3 (b) de 

Procedimiento Civil y está expirado. 

 De otra parte, de haber habido controversias en 

cuanto al descubrimiento de prueba la 
demandada debió acudir a la regla 34.1. 

 Por último, la contestación a la demanda 
presentada tardíamente no cumple con la Regla 

6.2, por lo tanto no crea una controversia real 
sobre los hechos. 

 Véase Sentencia Sumaria. 

 
Tal y como indicó la Orden citada, el mismo 20 de enero de 

2016, el TPI dictó Sentencia Sumaria, en la cual declaró Con Lugar 
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la Demanda instada por First Bank, ordenando así la restitución 

del vehículo objeto del contrato suscrito, y el pago a favor de la 

apelada por la suma de quince mil setenta y seis dólares con 

sesenta y tres centavos. ($15,076.63). 

El 4 de mayo de 2016 el Sr. Rodríguez García presentó 

Moción, solicitando el relevo de la Sentencia o la celebración de un 

nuevo juicio, fundamentado en las disposiciones de las Reglas 49.2 

y 48.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V R. 49.2, 48.1.  

Posterior a ello, el 6 de mayo de 2016 el Sr. Rodríguez García 

acudió ante nos mediante escrito de Apelación. 

Erró el TPI al no tomar en consideración la 
contestación a la Demanda lo que constituyó en un 

abuso de discreción. 
 
Erró el TPI al denegarse su día en corte a la parte 

apelante-demandada constituyendo una violación a 
los derechos constitucionales del apelante. 

 
Erró el TPI al dictar Sentencia Sumaria a favor de los 
apelados-demandantes a pesar de ellos haber emitido 

un documento previamente no entregado a la parte 
apelante que demuestra que el préstamo se canceló 

por no haber balance a favor de First Bank, meses 
antes de dictada la Sentencia Sumaria del Caso. 
 

El 13 de mayo de 2016 emitimos Resolución, ordenando al 

TPI, que remitiera los autos originales de epígrafe en calidad de 

préstamo. El 17 de junio de 2016, First Bank presentó su 

correspondiente Alegato. Con el beneficio de las respectivas 

posiciones de las partes, además de los autos originales remitidos 

en calidad de préstamo, estamos preparados para resolver. 

II. 

 Por estar estrechamente relacionados, procederemos a 

discutir conjuntamente, los tres señalamientos de error, instados 

por la parte apelante. 

La Sentencia Sumaria es un mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario 
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celebrar un juicio plenario. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y 

Bohío International Corporation, 2015 TSPR 70, 193 D.P.R. ___ 

(2015); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 D.P.R. 414 (2013); 

Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 D.P.R. 113 (2012); Mejías et 

al. v. Carrasquillo et al., 185 D.P.R. 288 (2012). Dicho mecanismo 

está regulado por la Regla 36 de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico, 32 L.P.R.A. Ap., V. R. 36. Esta Regla dispone que la solicitud 

de sentencia sumaria puede ser presentada por cualquiera de las 

partes que solicite un remedio por medio de una moción fundada 

en declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes.  

Reza la Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap., V 

R. 36.1: 

Una parte que solicite un remedio podrá, en 

cualquier momento después de haber transcurrido 
veinte (20) días a partir de la fecha en que se emplaza a 
la parte demandada, o después que la parte contraria 

le haya notificado una moción de sentencia sumaria, 
pero no más tarde de los treinta (30) días siguientes a 

la fecha límite establecida por el tribunal para concluir 
el descubrimiento de prueba, presentar una moción 
fundada en declaraciones juradas o en aquella 

evidencia que demuestre la inexistencia de una 
controversia sustancial de hechos esenciales y 
pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la totalidad o cualquier 
parte de la reclamación solicitada. 

 

Así también, dispone la Regla 36.3 (b) en lo pertinente al 

caso ante nos: 

[…] 

(b) La contestación a la moción de sentencia 
sumaria deberá ser presentada dentro del término de 
veinte (20) días de su notificación y deberá contener lo 

siguiente: 
(c)    …   

(d)    …   
(e)    …   
….   

Si la parte contraria no presenta la contestación a la 
sentencia sumaria en el término provisto en esta 
regla, se entenderá que la moción de sentencia 
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sumaria queda sometida para la consideración del 
tribunal.  

 
Se dictará sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, junto a cualquier declaración jurada que se presente, si 

alguna, demuestran que no hay controversia real y sustancial 

sobre algún hecho esencial y pertinente y que, como cuestión de 

Derecho, procede hacerlo. Regla 36.3 (e) de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. V; SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. Es decir, 

únicamente procede en aquellos casos en los que no existen 

controversias reales y sustanciales en cuanto los hechos 

materiales, por lo que lo único que queda por parte del poder 

judicial es aplicar el Derecho. Oriental Bank v. Perapi et al., 192 

D.P.R 7 (2014); SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Nieves 

Díaz v. González Massas, 178 D.P.R. 820 (2010)(Énfasis nuestro). 

Sobre el particular, precisa señalar que un hecho material es aquel 

que puede afectar el resultado de la reclamación al amparo del 

Derecho sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, supra; 

Abrams Rivera v. E.L.A., 178 D.P.R. 914 (2010). La calidad del 

“hecho material” debe ser suficiente como para que sea 

necesario que un juez la dirima a través de un juicio plenario. 

(Énfasis nuestro). Ramos Pérez v. Univisión, 178 D.P.R. 200, 212 

(2010).  

La parte promovente puede prevalecer por la vía sumaria, si 

presenta prueba incontrovertida sobre todos los elementos 

indispensables de su causa de acción. La promovida puede 

derrotar la moción de sentencia sumaria de tres maneras: (1) si 

establece una controversia real de hechos sobre uno de los 

elementos de la causa de acción de la parte demandante, (2) si 

presenta prueba que apoye una defensa afirmativa, (3) si presenta 

prueba que establezca una controversia sobre la credibilidad de los 



 
 

 
KLAN201600609 

 

 

 

6 

testimonios jurados que presentó la demandante. Ramos Pérez v. 

Univisión, supra, pág. 217.  

La parte opositora viene igualmente obligada a contestar de 

forma detallada y específica aquellos hechos pertinentes, para 

demostrar que existe una controversia real y sustancial que debe 

dilucidarse en un juicio. Sin embargo, el hecho de no oponerse, no 

implica necesariamente que proceda dictarse sentencia sumaria, sí 

existe una controversia legítima sobre un hecho material. Ramos 

Pérez v. Univisión, supra, págs. 215-216.  

Al determinar si existe controversia de hechos que impida 

dictar sentencia sumaria, los Tribunales deben analizar los 

documentos que acompañan la solicitud, los incluidos en la 

oposición y los que obran en el expediente. Este análisis persigue 

evitar la privación del derecho de todo litigante a su día en corte, 

en aquellos casos en que existen controversias de hechos legítimos 

y sustanciales que deben ser resueltas en un juicio plenario. 

Ramos Pérez v. Univisión, supra, págs. 216-217. Esta 

determinación debe guiarse por el principio de liberalidad a favor 

de la parte que se opone. 

Téngase en cuenta que es norma firmemente establecida que 

toda duda sobre la existencia de una controversia de hechos bona 

fide debe ser resuelta contra la parte que solicita la sentencia 

sumaria. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra. Véase además, 

Córdova Dexter v. Sucesión Ferraiuoli, 182 D.P.R. 541 (2011); 

González Aristud v. Hosp. Pavía, 168 D.P.R. 127 (2006), Mgmt. 

Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599 (2000). Por lo tanto, al 

determinar si existen controversias de hechos que impiden dictar 

sentencia sumaria, el juzgador debe analizar los documentos que 

acompañan la solicitud de sentencia sumaria y los documentos 

incluidos con la moción en oposición, así como los que obren en el 

expediente. Además, dicho examen debe ser guiado por el 
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principio de liberalidad a favor de la parte que se opone a que 

se dicte sentencia sumaria. Ramos Pérez v. Univisión, supra. 

(Énfasis nuestro). 

 Recientemente, el Tribunal Supremo estableció en Meléndez 

González v. M. Cuebas, Inc. y Bohío International Corporation, 

supra, el estándar específico que debe utilizar este Tribunal de 

Apelaciones al momento de revisar denegatorias o concesiones de 

Mociones de Sentencia Sumaria a la luz de la jurisprudencia 

revisada y las Reglas de Procedimiento Civil aprobadas en 2009.  

Primero, el Tribunal Supremo reafirmó lo que estableció en 

Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 308 (2004), en cuanto a que el 

Tribunal de Apelaciones se encuentra en la misma posición del TPI 

al momento de revisar solicitudes de sentencia sumaria. En ese 

sentido, este Tribunal está regido por la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, y por consiguiente le aplican los mismos criterios que 

la jurisprudencia y la Regla 36, supra, le exigen al foro primario.  

Segundo, por estar este foro apelativo en la misma posición 

que el primario, tenemos la obligación de revisar que tanto la 

Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición cumplan con los 

requisitos de forma codificados en la Regla 36 de Procedimiento 

Civil, supra, según fueron pautados en SLG Zapata-Rivera v. JF 

Montalvo, supra.  

Tercero, en el caso de revisión de una Sentencia dictada 

sumariamente, este tribunal tiene que examinar si en realidad 

existen hechos materiales en controversia. De haberlos, estamos 

compelidos a cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V R. 36.4, por lo que tenemos 

la ineludible obligación de exponer concretamente los hechos 

materiales que encontramos están en controversia y, de haberlos, 

cuáles resultan ser incontrovertidos. Esta determinación procede 

ser hecha en la Sentencia que disponga del caso. También estamos 
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facultados para hacer referencia al listado enumerado de hechos 

incontrovertidos que determinó el TPI.  

Cuarto, y por último, de encontrar este Tribunal de 

Apelaciones que los hechos materiales realmente resultan ser 

incontrovertidos, procederemos entonces a revisar de novo si el TPI 

aplicó correctamente el Derecho.  

El Tribunal Supremo sostuvo que el estándar de revisión 

judicial de las sentencias adjudicadas sumariamente responde a la 

intención de cumplir con el contenido de la Regla, pues 

independientemente del resultado de la moción, su adjudicación 

“tiene el efecto de establecer los hechos que están controvertidos y 

aquellos que no lo están”. Meléndez González v. M. Cuebas, Inc. y 

Bohío International Corporation, supra. La determinación de los 

hechos controvertidos y los que no lo están a nivel apelativo 

adelanta el litigio, reduce el tiempo y recursos invertidos, evitando 

que las partes queden “en la misma posición que estaban previo a 

la presentación de la Moción de sentencia sumaria, atrasando así 

el litigio de manera injustificada”. Meléndez González v. M. Cuebas, 

Inc. y Bohío International Corporation, supra. De igual forma, 

facilita el proceso de revisión judicial de la última instancia 

judicial. Íd. 

III. 

Al aplicar la norma anteriormente reseñada a la situación de 

hechos del caso, entendemos que en su proceder el TPI erró en 

Derecho y privó a la parte aquí apelante de su debido proceso de 

ley en su aspecto procesal. 

Surge de los autos originales del caso, que el 12 de 

noviembre de 2015 First Bank, presentó la Moción de Sentencia 

Sumaria. Seis (6) días después, el Sr. Rodríguez García presentó el 

18 de noviembre de 2016, Moción Solicitando Término para Radicar 

Oposición a Sentencia Sumaria, planteando que la Entidad 
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Bancaria no había provisto documentos solicitados mediante un 

Requerimiento formal. Entiéndase, mediante dicha Moción el 

apelante sostuvo, que un dictamen sumario en dicho momento de 

los procedimientos del caso constaría una determinación 

prematura, en vista de que el procedimiento de descubrimiento de 

prueba no había culminado aún.  

Lejos de responder diligentemente a la solicitud instada por 

el apelante, el TPI optó por entender sobre la misma mediante 

Orden dictada el 20 de enero de 2016, transcrita el 8 de marzo, y 

notificada a las partes el 6 de abril de 2016. Esto es, luego de 

transcurrir más de cinco (5) meses, de haber el Sr. Rodríguez 

García presentado su Solicitud de Término Adicional, privando así 

a dicha parte de poder oportunamente presentar contestación a la 

Solicitud de Sentencia dentro del término provisto por la Regla 

36.3(b).  

Más aún, optó el TPI por emitir Sentencia Sumaria a favor de 

First Bank, la cual, al igual que la Orden, fue dictada el 20 de 

enero de 2016, transcrita el 8 de marzo, y notificada a las partes el 

6 de abril de 2016. Al así disponer, consecuentemente el Foro a 

quo privó a la parte apelante de su derecho, tanto a acudir en 

reconsideración de la Orden emitida, así como de recurrir en 

revisión ante este Foro Apelativo. Ello así, toda vez que al emitir 

dictamen sobre la totalidad de las controversias alegadas, tornó 

académica cualquier reclamación posterior que el apelante pudiera 

haber formulado respecto a los señalamientos que en la Orden 

enunció el TPI sobre el término provisto para instar Contestación a 

la Demanda, la Contestación a la Sentencia Sumaria, y el 

procedimiento de descubrimiento de prueba. Erró en Derecho el 

TPI al así disponer. 

Precisa recalcar, que el resultado al cual hemos llegado 

concierne la garantía que ostenta el apelante de un debido proceso 
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de ley en su aspecto procesal, el cual el TPI en este caso falló en 

reconocerle a dicha parte, al precipitadamente emitir un dictamen 

sumario. En vista de ello, revocamos el mismo.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos 

formar parte de esta Sentencia, revocamos la Sentencia Sumaria 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, y devolvemos el caso 

a dicho Foro, para la continuación de los procedimientos, conforme 

a lo aquí resuelto. 

Notifíquese a todas las partes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
 

 
Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


